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PRESENTACIÓN

En el entendimiento de que un profesional debe siempre aggiornarse
a las nuevas realidades que se le presentan y ser permeable a los cam-
bios, desde 1994 me aboqué al estudio de las profundas transformaciones
que se estaban gestando en la justicia contencioso-administrativa bonae-
rense a partir de la reforma constitucional de 1994 y en particular, el
diseño que a su respecto formularon los arts. 166 (inc. 5º, nueva cláusula
contencioso-administrativa), 175 (creación del Consejo de la Magistratu-
ra) y 215 (plazo para la puesta en vigencia conjunta del nuevo Código
Contencioso Administrativo —C.C.A.— y nuevo fuero —L.F.C.A.— el
1/10/1997) de dicha Carta Magna.

En la presente investigación, producto de una beca de perfecciona-
miento otorgada por la Universidad Nacional de La Plata, intenté aproxi-
marme a las nuevas instituciones que se fueron progresivamente crean-
do a partir de la sanción del nuevo C.C.A. y de la L.F.C.A., para brindar
mi aporte y elementos de análisis al estudio de su funcionamiento.

Cabe tener presente que, a pesar de estar vencido el plazo fijado por la
Constitución bonaerense para la puesta en marcha del nuevo sistema de
justicia (el 1/10/1997, conf. art. 215, Constitución provincial), a la época de la
entrega formal de esta obra al editor, los nuevos tribunales aún no entraron
en funciones, lo que motivó la airada crítica que se expone en el capítulo XI.

Por tal motivo, durante el transcurso de la citada beca no pude
monitorear, como estaba previsto, los primeros fallos judiciales, y cómo
las nuevas instituciones habían sido receptadas.

Agradezco a los profesores Osvaldo Máximo Bezzi,*  Juan Carlos
Cassagne y Carlos Alfredo Botassi por su incondicional confianza y, en

 * Lamentablemente, quien fuera profesor emérito de la UNLP falleció en enero de 2000.
Destaco mi respeto y admiración por quien tuve el honor de conocer en su calidad
profesional y personal.
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